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S E NT EN C I A  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 13 de abril de 2021. 

 Mediante un recurso que acogemos como certiorari1, 

comparece la señora Grace Monge La Fosse (“señora Monge” o 

“peticionaria”), por derecho propio, y nos solicita que revisemos 

una Orden emitida el 23 de diciembre de 2019 y notificada el 26 

del mismo mes y año por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan (“TPI”). En dicho dictamen, el foro primario 

declaró No Ha Lugar una Solicitud de Nulidad de Subasta ante 

Aviso de Venta Judicial y Edicto Defectuoso presentada por la 

señora Monge.  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

expide el auto de certiorari y se CONFIRMA la Orden recurrida.  

 

 
1  Por tratarse de un asunto en etapa postsentencia, se acogerá el recurso como una petición 
de certiorari. IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 339 (2012). No obstante, a los fines 
de lograr la economía procesal, conservamos la identificación alfanumérica asignada por la 

Secretaría del Tribunal de Apelaciones.  
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-I- 

 El 10 de mayo de 2011, el TPI dictó Sentencia a favor de 

Doral Financial Corporation (“DFC”). Según surge de la Sentencia, 

DFC era la entidad bancaria que poseía el pagaré hipotecario 

suscrito por la señora Monge el 26 de abril de 2005 ante la Notario 

Gina Aguilar Gerardino. Mediante este dictamen, se le ordenó a la 

señora Monge pagar la suma de $341,227.31, más los 

subsiguientes intereses y recargos que se acumulen hasta el pago 

total de la deuda. Asimismo, el foro primario determinó que, de 

no satisfacerse la deuda antes de que la Sentencia adviniera final 

y firme, el Alguacil del Tribunal podrá vender la propiedad 

hipotecada en pública subasta. 

 Más tarde, el 5 de agosto de 2011, DFC presentó una Moción 

de Ejecución de Sentencia. Arguyó que la Sentencia advino final 

y firme, sin que la peticionaria satisficiera total o parcialmente el 

monto adeudado. En consecuencia, le solicitó al TPI que ordenara 

la ejecución de la Sentencia, a tenor con las disposiciones de la 

Regla 51 de Procedimiento Civil, infra. Por su parte, el TPI emitió 

el Mandamiento de Ejecución el 8 de septiembre de 2011.  

 La subasta de la propiedad se llevó a cabo el 23 de febrero 

de 2012 a las 10:30 am. Doral Bank advino dueño del inmueble 

tras ofrecer el tipo mínimo de $240,000.00.2 Posteriormente, 

Doral Bank solicitó el lanzamiento y desalojo de la señora Monge 

y de cualquier otra persona que, en su nombre y representación, 

estuviera ocupando el inmueble. 

 Tras múltiples incidentes procesales que no son necesarios 

detallar, el 4 de octubre de 2018, Apex Bank (“Apex” o 

“recurrido”) interpuso una Solicitud de Sustitución de Parte 

 
2 Doral Bank sustituyó a DFC como parte demandante en la etapa postsentencia. Dicha 
sustitución fue autorizada por el TPI mediante Orden emitida el 9 de marzo de 2012.  
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Demandante. Explicó que, el 27 de febrero de 2015, Doral Bank 

cerró sus operaciones en Puerto Rico, razón por la cual el 

Comisionado de Instituciones Financieras nombró como síndico 

liquidador a la Federal Deposit Insurance Corporation (“FDIC”). 

Así, pues, Apex expresó que la FDIC le vendió el préstamo que es 

objeto del pleito. Por tanto, le solicitó al TPI que autorizara la 

sustitución de parte a los fines de concluir los procedimientos 

postsentencia iniciados por Doral Bank, toda vez que aún no se 

había concretado la venta judicial, así como tampoco se había 

otorgado la escritura de compraventa. El petitorio de Apex fue 

declarado Con Lugar por el TPI mediante Orden dictada el 9 de 

noviembre de 2018. 

 El 11 de diciembre de 2019, la señora Monge instó una 

Solicitud de Nulidad de Subasta ante Aviso de Venta Judicial y 

Edicto Defectuoso. Planteó que los edictos carecían de una 

descripción adecuada de la propiedad a venderse en pública 

subasta, ello en contravención a la Regla 51.7 de Procedimiento 

Civil, infra. En particular, arguyó que la descripción del inmueble 

omitió describir el edificio que enclava en la finca y su área de 

estacionamiento para nueve vehículos. También indicó que los 

edictos no hicieron referencia a los anexos del edificio; ni 

especificaron si se trataba de una propiedad comercial, residencial 

o de uso mixto. Por tal razón, la peticionaria aseguró que la 

descripción de la propiedad es inadecuada, y que tal defecto vicia 

de nulidad la subasta.  

 Así las cosas, el 23 de diciembre de 2019, el foro primario 

declaró No Ha Lugar la solicitud de la señora Monge. La 

peticionaria instó una moción de reconsideración en la cual 

reprodujo, esencialmente, los mismos argumentos esbozados en 

su Solicitud de Nulidad de Subasta ante Aviso de Venta Judicial y 
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Edicto Defectuoso. Oportunamente, Apex se opuso a la solicitud 

de reconsideración. No obstante, el TPI se rehusó a variar su 

dictamen y así lo notificó el 18 de febrero de 2020.              

 Inconforme aún, la señora Monge acudió ante nos mediante 

el recurso de epígrafe y señaló la comisión del siguiente error: 

EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA ERRÓ AL DENEGAR LA 

ANULACIÓN DE LA SUBASTA, A PESAR DE QUE EL AVISO DE VENTA 

JUDICIAL Y EDICTOS RESULTARON DEFECTUOSOS POR NO 

DESCRIBIR LA PROPIEDAD INMUEBLE CONFORME A DERECHO.  

 

 Por su parte, el 14 de agosto de 2020, Apex compareció 

mediante un Alegato en Oposición al “Certiorari” Radicado por 

Grace Monge La Fosse. Habiendo recibido la oposición, 

decretamos perfeccionado el recurso, por lo cual estamos en 

posición de adjudicar la controversia. 

 Como parte del trámite apelativo, ordenamos que se 

elevaran los autos del caso KCD2006-0096, en calidad de 

préstamo, los que hemos tenido el beneficio de examinar.  

-II- 

-A- 

 La Regla 51 de Procedimiento Civil, 32 LPRA AP. V, R. 51, 

provee para que todo aquel a cuyo favor se haya dictado una 

sentencia, dé curso al procedimiento pertinente para ejecutar la 

misma, todo dentro de un plazo cierto de cinco (5) años desde 

que la misma haya advenido a ser final. En lo aquí pertinente, la 

Regla 51.7 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 51.7, detalla 

las previsiones propias a la venta judicial en pública subasta de 

bienes pertenecientes a un demandado, ello como método para 

satisfacer una acreencia. Pedragón Ferrer v. Purcell Soler, 196 

DPR 1024 (2016).  Dicho estatuto delimita la función judicial a 

tales efectos y condiciona la validez de una venta judicial en la 

etapa de ejecución de sentencia al cumplimiento de los criterios 
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que contempla. Íd.  En lo aquí pertinente, la Regla 51.7, supra, 

dispone del siguiente modo:    

(a) Aviso de venta. Antes de verificarse la venta 
de los bienes objeto de la ejecución, ésta deberá 

darse a la publicidad por espacio de dos (2) semanas 
mediante avisos por escrito visiblemente colocados 

en tres (3) sitios públicos del municipio en que ha de 
celebrarse dicha venta, tales como la alcaldía, el 

tribunal y la colecturía.   
  

Dicho aviso será publicado, además, mediante 
edictos dos (2) veces en un diario de circulación 

general en el Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 

y por espacio de dos (2) semanas consecutivas, con 
un intervalo de por lo menos siete días entre ambas 

publicaciones. Copia del aviso será enviada al (a la) 
deudor(a) por sentencia y a su abogado o abogada 

vía correo certificado con acuse de recibo dentro de 
los primeros cinco (5) días de publicado el primer 

edicto, siempre que haya comparecido al pleito. Si el 
(la) deudor(a) por sentencia no comparece al pleito, 

la notificación será enviada vía correo certificado con 
acuse de recibo a la última dirección conocida.  

 
En todos los casos en que se plantee que la parte 

promovente de un procedimiento de ejecución de 
sentencia no ha cumplido con alguno de los 

requisitos de esta regla, el tribunal, a solicitud de 

parte, celebrará una vista para resolver la 
controversia planteada. El aviso de venta 

describirá adecuadamente los bienes que se 
venderán y hará referencia sucintamente, 

además, a la sentencia que se satisfará 
mediante dicha venta, con expresión del sitio, 

el día y la hora en que se celebrará la venta. Si 
los bienes son susceptibles de deterioro, el tribunal, 

a solicitud de parte, podrá reducir el término de 
publicación del aviso a menos de dos (2) semanas. 

Será nula toda venta judicial que se realice sin dar 
cumplimiento al aviso de venta en la forma indicada, 

sin perjuicio de la responsabilidad de la parte que 
promueva la venta sin cumplir con tal aviso.  […] 

 

32 LPRA Ap. V, R. 51.7. (Énfasis nuestro).  
 

 Lo anterior establece que la validez de una venta judicial 

está sujeta a que los trámites correspondientes se observen con 

rigor. En particular, la precitada disposición provee para la 

idoneidad de la notificación del aviso de venta judicial de los 

bienes sujetos a ejecución; ello a la luz de las particularidades 

establecidas para los distintos escenarios que allí se contemplan.  
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Ahora bien, la Regla 51.7, supra, es diáfana al imponer al tribunal 

de hechos la obligación de, una vez medie una solicitud de parte, 

celebrar una vista cuando ante sí se exponga una controversia 

relacionada a la alegada inobservancia de los requisitos que, en 

virtud de ley, legitiman los trámites de una ejecución de 

sentencia. En dicho escenario, la función adjudicativa se ceñirá a 

examinar la validez de las gestiones de quien promueve el trámite 

de ejecución pertinente, con el propósito de determinar si el 

mismo posee eficacia jurídica. 

  Los defectos capaces de anular una subasta son aquellos 

que constituyen defectos fundamentales que generan la erosión 

de derechos presentes tales como la falta de notificación a 

acreedores posteriores, error en la fecha de subasta, insuficiente 

publicación o deficiente descripción de la propiedad a realizarse, 

entre otros. Según lo intimado por el Máximo Foro, los vicios o 

defectos sustanciales que acarrean la nulidad de la subasta son 

aquellos que se encuentran inextricablemente ligados al debido 

proceso de ley. Dapena Quiñones v. Vda. de Del Valle, 109 DPR 

138, 141 (1979).  

-B- 

 El mecanismo adecuado para atender asuntos postsentencia 

en casos civiles es el recurso de certiorari.  IG Builders et al. v. 

BBVAPR, supra. A su vez, el auto de certiorari constituye el 

vehículo procesal que permite a un tribunal de mayor jerarquía 

revisar las determinaciones de un tribunal inferior. Medina Nazario 

v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 728 (2016). Se trata de 

un recurso extraordinario en el que se solicita que este Tribunal 

ejerza su discreción para corregir un error cometido por el Tribunal 

de Primera Instancia. Distinto a los recursos de apelación, el 

tribunal de superior jerarquía tiene la facultad de expedir o 
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denegar el auto de certiorari. García v. Padró, 165 DPR 324, 334 

(2005). Por tanto, “[...] descansa en la sana discreción del foro 

apelativo el expedir o no el auto solicitado.” Íd.  

A esos efectos, la Regla 40 del Reglamento Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, enumera los criterios que 

dicho foro deberá́ considerar, de manera que pueda ejercer sabia 

y prudentemente su decisión de atender o no las controversias 

que le son planteadas. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 

DPR 83, 96-97 (2008). Los criterios a considerar son los 

siguientes:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.  

B. Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.  

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia.  

D. Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.  

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causa un fraccionamiento indebido del pleito 

y una dilación indeseable en la solución final del litigio.  

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.  

 En este ejercicio, nuestro Tribunal Supremo ha expresado 

que un tribunal apelativo solo intervendrá́ con las determinaciones 

interlocutorias discrecionales procesales del tribunal sentenciador 

cuando este último haya incurrido en arbitrariedad o en un craso 

abuso de discreción. García v. Asociación, 165 DPR 311, 322 

(2005); véase también, Lluch v. España Service, 117 DPR 729, 

745 (1986). 
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-III- 

 La peticionaria plantea en su recurso que el foro primario 

incidió al no decretar la nulidad de la subasta celebrada el 23 de 

febrero de 2012. Según expresó, tanto el “Aviso de Venta” como 

los edictos publicados, carecen de una descripción adecuada de la 

propiedad, lo cual constituye un defecto sustancial que incide 

sobre su derecho a un debido proceso de ley. En ese sentido, 

adujo que en estos: (1) no se describieron las estructuras 

edificadas ni las áreas de estacionamientos de la propiedad a ser 

subastada; 2) no se especificó el tipo de propiedad a ser 

subastada (propiedad comercial, residencial o mixta); (3) no se 

describió el “prominente edificio” enclavado en la finca; y (4) que 

no se describieron las demás “características propias” del 

inmueble a ser subastado.  

 Conforme surge del recurso, y según constatado por este 

Tribunal mediante un examen de los autos originales, el “Aviso de 

Venta” fue publicado en el periódico El Vocero los días 9 y 17 de 

enero de 2012. Allí, se especificó que la propiedad a venderse 

en pública subasta era la siguiente:  

---“URBANA”: Solar marcado con el Número Ciento 
Cuarenta y Seis (146) en el plano de inscripción 

condicionado de la Urbanización San Agustín, 
radicado en el Barrio Sabana Llana, del sitio 

denominado Río Piedras, del término municipal del 
Gobierno de la Capital de Puerto Rico, con una 

cabida superficial de Quinientos Tres Punto Treinta 

y Dos Metros Cuadrados (503.32 m.c.), y con las 
siguientes colindancias: Por el Norte, en veinticinco 

punto noventa metros, con el solar número ciento 
cuarenta y cinco del mencionado plano; por el Sur, 

en veintinueve punto cincuenta y nueve metros, 
con los solares, con los solares ciento cuarenta y 

siete y ciento cuarenta y ocho del mencionado 
plano; por el Este, en veinticuatro punto setenta y 

cinco metros, con los solares ciento cincuenta y dos 
y ciento cincuenta y uno del mencionado plano; por 

el Oeste, en trece metros, con la calle denominada 
calle López, del mencionado plano.----------------- 
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---Inscrita al folio ciento ochenta (180) del tomo 
doscientos cincuenta y tres (253) en Sabana Llana, 

finca número dos mil doscientos dieciséis (2216), 
inscripción primera, Registro de la Propiedad de 

San Juan, Sección V. -------------------------- 
 

 Al revisar el edicto de subasta, surge con claridad que la 

descripción del bien inmueble se ajusta a las exigencias de la 

Regla 51.7, supra. Adviértase que la Regla no requiere una 

descripción perfecta o literal de la propiedad ni de sus anexos, 

como parece intuir la peticionaria. De igual modo, la Regla no 

exige que se especifique el uso de la propiedad; así como tampoco 

requiere que se describan las estructuras que ocupan la finca. 

Además, es importante destacar que el “Aviso de Venta” cumple 

con hacer referencia a la sentencia a ejecutarse mediante dicha 

subasta, y se expresa el día, la hora y el lugar en la cual se 

celebrará la venta en pública subasta del referido inmueble. No 

menos importante, la descripción en controversia es idéntica a la 

que aparece en la Escritura de Hipoteca firmada por la señora 

Monge en 20053.   

 Así pues, estimamos que no surge ningún tipo de defecto 

sustancial o fundamental en la descripción de la propiedad que 

nuestro ordenamiento haya reconocido como causa para invalidar 

una subasta.  

 Por tal razón, concluimos que la descripción de la propiedad 

en el “Aviso de Venta” y en los edictos fue adecuada y conforme 

a las exigencias de la Regla 51.7 (a) de Procedimiento Civil, supra. 

En todo caso, las presuntas deficiencias que esboza la señora 

Monge no están contempladas en la referida Regla ni en la 

jurisprudencia. 

 

 
3 Véase, Apéndice del Recurso de Apelación, pág. 152.  
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-IV- 

 Por los fundamentos antes expuestos, se expide el auto de 

certiorari y se CONFIRMA la Orden recurrida.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

  
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 
 


